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¡Es el gran negocio de encarcelar
inmigrantes indocumentados!

Por Ernesto Carmona

Una nueva legislación aprobada el pa-
sado mes de abril 2011 aumentará la ren-
tabilidad del negocio de las cárceles pri-
vadas para inmigrantes, pero también in-
crementará dramáticamente la cantidad
de gente que llega a Estados Unidos a
rasguñar el “sueño americano” y termina
presa, según la quinta noticia importante
más censurada por los grandes medios
de Estados Unidos, seleccionada por el
ranking anual Proyecto Censurado 2012.
La historia periodística fue divulgada por
Peter Cervantes-Gautschi (1) en Social
Policy (Políticas Sociales), bajo el título
“Wall Street y nuestra campaña por
descriminalizar al inmigrante”.

El informe relata que en los últimos
cuatro años el gobierno de Estados Uni-
dos ha encerrado a un millón de inmi-
grantes en peligrosas prisiones del siste-
ma carcelario privado financiado por los
contribuyentes. Allí se cometieron abu-
sos de niños, violaron mujeres y dejaron
morir hombres por falta de atención mé-
dica básica. La “Corrections Corporation
of América” (CCA), que tiene su sede
en Nashville, Tennessee, y el Grupo
GEO, corporación global asentada en
Boca de Ratón, Florida, son las principa-
les fuerzas ocultas que agitan entre bam-
balinas una oleada de esfuerzos legisla-
tivos en curso contra el inmigrante, en
una nación que se construyó con emigra-
ción.

El gobernador de Arizona, Jan Berger,
recibió un financiamiento sustancial para
su campaña electoral de la compañía
CCA y del Grupo GEO, que son las dos
más grandes corporaciones que diseñan,

construyen, gestionan y operan prisiones
en Estados Unidos. La CCA y el GEO
profitan casi exclusivamente de fondos
públicos provenientes de impuestos lo-
cales, estatales y federales, que financian
el encarcelamiento de inmigrantes captu-
rados por el Servicio de Inmigración y
Aduanas (ICE, por sus siglas en inglés).

La revista Social Policy indicó que el
consejo superior de la CCA en Tennessee
contribuyó con abundantes fondos a la
campaña electoral de Brewer, el actual
gobernador del estado de Arizona, quien
contrató a dos ex cabilderos de esa com-
pañía como asistentes para sacar adelante
la ley SB 1070, aprobada el 23 de abril.

La ejecución de esa legislación pro-
mete un notable incremento al rentable
negocio de encarcelar inmigrantes de la
CCA, que posee varias prisiones en Ari-
zona, pero también aumentará dramáti-
camente el número de inmigrantes presos

en más de 20 estados.
REVELACIONES DEL

ARTÍCULO DE SOCIAL POLICY

Algo más de un año después de adjudi-
carse con éxito el contrato para poner
en marcha el Campo de Detención de
Guantánamo (GITMO), en Cuba, en
octubre de 2003, el Grupo GEO contrató
los servicios de lobbystas que reciente-
mente habían alcanzado posiciones in-
fluyentes cabildeando ante el ministerio
de Seguridad de la Patria, el Bureau de
Prisiones, la Oficina del Procurador Ge-
neral y también ante el Congreso y el
entonces líder de la mayoría del Senado,
George Mitchell. Hasta el 2005, y en sin-
tonía con la tasa más alta de inmigración
de la historia de Estados Unidos, en di-
ciembre de 2006, el Grupo GEO y la
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CCA tuvieron un gasto combinado en
lobby de más de 6 millones de dólares.

El 1ro. de mayo de 2006, mientras el
Grupo GEO y la CCA cabildeaban ante
el gobierno federal para hacer más nego-
cios, millones de personas marcharon en
favor de los derechos de los inmigrantes
en 102 ciudades de todo el país. Los ma-
nifestantes, a pesar de sus números histó-
ricos, no fueron una barrera para el apoyo
del gobierno a los planes empresariales
del Grupo GEO y de la CCA. El solo
cambio en la legislación existente origi-
nó un potencial de más de diez millones
de nuevos “criminales”, multiplicando
así el lucrativo mercado carcelario de la
“industria privada de la prisión” y crean-
do conmoción entre las comunidades de
inmigrantes de todo el país.

La “represión rápida” de diciembre de
2006 marcó un cambio en la aplicación
de la ley de inmigración de 1995 por par-
te del gobierno federal, cuando fueron
detenidos más de mil trabajadores, hom-
bres y mujeres, de las plantas industriales
de comida cárnica en varios estados. Por
primera vez, muchos de estos detenidos
fueron sentenciados por “crímenes” a
largas penas de prisión. Cuando ocurrió
esta incursión rápida, el diario USA To-
day citó al reverendo Clarence Sandoval,
de la iglesia católica de Santo Thomas
de Aquino en Logan, Utah, diciendo:
“Están tomando a madres y padres y
nosotros nos referimos realmente a los
niños. Estoy recibiendo llamadas de ma-
dres diciendo que no saben dónde detu-
vieron a su marido”.

Poco tiempo después que la adminis-
tración Bush ejecutara este cambio en la
aplicación de ley que afecta a los inmi-
grantes, los consejeros de Wall Street re-
comendaron al público comprar acciones
de compañías de prisiones privadas co-
mo CCA y GEO. El entonces vicepresi-
dente Dick Cheney invirtió fuertemente
en Vanguard, propiedad de un puñado de
accionistas importantes en GEO.

El informe de “Políticas Sociales” sos-
tiene que los gastos en cabildeo fueron
recompensados por incrementos enor-
mes en los ingresos por contratos guber-

namentales para encarcelar a inmigran-
tes. Entre 2005 a 2009, por cada dólar
gastado en lobby ante el gobierno fede-
ral, GEO recibió de vuelta 662 en con-
tratos financiados por el contribuyente,
para un total de 996,7 millones de dó-
lares. El CCA recibió de vuelta 34 dóla-
res en contratos financiados por los im-
puestos por cada dólar gastado en cabil-
deo ante el gobierno federal, en total
$330,4 millones de dólares. Además, am-
bas compañías aumentaron sus ingresos
durante ese mismo período por contratos
de instalación de prisiones con varios es-
tados.

En 2007, el ICE condujo 30.407 incur-
siones contra inmigrantes en lugares de
trabajo, vecindarios y espacios públicos
tales como paradas de autobús y estacio-
nes de trenes. El número de incursiones
de ese año fue el doble del total de 2006.
El número de inmigrantes colocados tras
las rejas, como si fueran criminales, cre-
ció de 256.842 en 2006 a 311.169 en el
2007.

Como resultado del miedo inducido
por estas incursiones y otros factores, las
marchas del Primero de Mayo en favor
de los inmigrantes fueron mucho más pe-
queñas en 2007 que en el año anterior. A
mediados de 2007, mientras muchos or-
ganizadores fueron blancos de la legisla-
ción y las incursiones, los accionistas de
GEO y CCA cosecharon beneficios enor-
mes. Ambas compañías emitieron accio-
nes 2 x 1 que prácticamente doblaron el
valor de la participación de sus accionis-
tas en las dos compañías.

Aunque los accionistas fueron genero-
samente beneficiados con aumentos de
ingresos por contratos de prisión para
ambas compañías, el incremento no fue
suficiente para satisfacer a algunos de
sus accionistas más importantes. JP Mor-
gan Chase, un dueño importante de GEO,
liquidó sus acciones y abandonó el lide-
razgo en la compañía.

Un problema para los inversionistas
que buscaban grandes ganancias en el lu-
crativo negocio de la prisión fue que las
tasas de ingreso no podrían mantenerse
al alza porque las agencias federales co-
mo el ICE no tenían suficiente personal
para arrestar y procesar más inmigrantes

que la cantidad ampliada que ya maneja-
ban. Llegó a ser evidente que la única
manera de aumentar perceptiblemente
los ingresos por mayor número de gente
arrestada y encarcelada era contratando
más personal en las agencias de aplica-
ción de la ley. La industria privada de la
prisión necesitó entonces de una nueva
fuente de personal barato autorizado para
aplicar la ley. El nuevo foco de la expan-
sión del negocio para el CCA y de GEO,
al parecer, cayó bien en los gobiernos
estatales.

Para “Políticas Sociales”, el resultado
de este cambio de foco del negocio está
ejemplificado por el papel de CCA en la
ley SB 1070 de Arizona y los roles de la
misma corporación y GEO en otros es-
fuerzos legislativos dirigidos a aumentar
dramáticamente la cantidad de detenidos
entre los inmigrantes indocumentados en
más de veinte estados. El gobernador de
Arizona, Jan Brewer, quien recibió finan-
ciamiento sustancial de campaña de altos
ejecutivos de la CCA en Tennessee y em-
pleó a dos ex cabilderos de esa compañía
como asesores principales, firmó la ley
SB 1070 el 23 de abril 2011.

El 30 de julio de 2010, la Asociación
Republicana de Gobernadores, que este
año ha recibido hasta ahora más de
$160.000 dólares en contribuciones de
CCA, GEO y sus cabilderos, envió a es-
cala nacional una solicitud escrita por el
gobernador de Arizona, Jan Brewer, pi-
diendo contribuciones para financiar una
apelación de la prescripción parcial dic-
tada por un juez contra la SB1070.

Además de recabar fondos para la ape-
lación, los esfuerzos legales de Brewer
incluyeron escritos de apelación ante las
cortes de tres estados que tienen contra-
tos con GEO y/o con CCA. Las dos com-
pañías de prisiones actualmente están
implicadas políticamente en estos esta-
dos y en varios otros que mueven proyec-
tos anti-inmigrante en sus respectivas le-
gislaturas. En total, en veinte estados es-
tán considerando legislaciones inspira-
das en la ley SB 1070 que han sido endor-
sadas por sus respectivos candidatos a
gobernadores republicanos, que están en
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gran parte financiados por la Asociación
de Gobernadores Republicanos.

CCA y GEO pertenecen a las institu-
ciones más importantes de Wall Street
que se benefician del negocio de encar-
celar inmigrantes. Estados Unidos ahora
tienen más gente en prisión que cualquier
otro país en la tierra. En noviembre pasa-
do, la dirección superior de CCA en Ten-
nessee hizo la contribución más grande
fuera de ese estado en favor del goberna-
dor de Arizona, Jan Brewer. La corpora-
ción CCA, que ya tiene varias prisiones
en Arizona y está esperando ampliar su
negocio con más inmigrantes aún por en-
carcelar en ese estado, aguarda más au-
mentos de ingresos cuando se ejecute la
ley SB 1070.

La administración Bewer, en un gesto
acogido con satisfacción por los grupos
de vigilancia armados de supremacía
blanca partidarios del notorio sheriff Joe
Arpaio, aplicó recientemente una ley per-
mitiendo que las armas que antes se por-
taban ocultas ahora sean llevadas en pú-
blico. El CCA y GEO, que lucran casi
exclusivamente de fondos públicos, en
2006 profitaron del encarcelamiento de
inmigrantes aprehendidos por el ICE,
después que la administración Bush cam-
biara el cargo de delito menor, con pena
de prisión corta, por trabajar sin un nú-
mero de Seguridad Social apropiado a
una violación tipificada como crimen con
una sentencia de prisión larga.

El cambio en cómo se hace cumplir la
ley federal aumentó el mercado de po-
tenciales internos inmigrantes para CCA
y GEO en más de diez millones de perso-
nas por quienes el gobierno pagaría alo-
jamiento y transporte. El negocio del en-
carcelamiento de inmigrantes ha crecido
substancialmente desde 2006 para CCA
y GEO. Hoy, por ejemplo, cualquier per-
sona cogida por el ICE en Los Ángeles
se envía a una instalación CCA en San
Diego, mientras los capturados por ICE
en Seattle o Portland, Oregón, se envían
a una instalación GEO en Tacoma, pues
las cárceles de propiedad y operadas por
el gobierno federal representan el 137%
de la capacidad.

Viene de la página 2 El inversor más potente del CCA es el
fondo de cobertura Pershing Square, que
se transa en Wall Street por el gran gurú
y activista Bill Ackman, quien también
desempeña un papel muy importante en
Target Corporation y Kraft Foods. Wells
Fargo es el inversor más potente de GEO.
Otros inversores importantes con poder
de influir la gestión en una u otra, o en
las dos compañías, son Vanguard, La-
zard, Scopia, Wellington Management,
FMR (Fidelity) y Bank of America. De
uno u otro modo, cada uno de estos due-
ños importantes de cárceles es sensible
a la opinión pública.

Ninguno de estos mayores inversionis-
tas importantes necesita a la CCA o al
GEO para hacer dinero. En cualquier ca-
so, el número creciente de deportacio-
nes de inmigrantes no ha tenido los efec-
tos deseados sobre cualquier sector eco-
nómico, con excepción de la industria
privada de la prisión. El desempleo entre
ciudadanos nativos nacidos en Estados
Unidos ha subido súbitamente, incluso
cuando se deportaron hasta 400.000 in-
migrantes al año. Por encima de dos mi-
llones, Estados Unidos. tienen medio mi-
llón más de gente detrás de rejas que Chi-
na, que es el segundo país con el mayor
número de presos entre las naciones del
mundo. Uno quisiera pensar que al tras-
ladar esta información a la atención del
Congreso fuera suficiente para obligarles
a abandonar las políticas que criminali-
zan a inmigrantes. Sin embargo, no es
probable que eso ocurra pronto.

Esta probable vacilación para que ac-
túe el Congreso no se debe simplemente
a las generosas contribuciones de campa-
ña que reciben senadores y congresistas
de la industria privada de la prisión. La
mayoría de los miembros del Congreso
tienen inversiones personales en CCA y
son accionistas importantes de GEO. La
verdad es que mucha gente invierte sin
saberlo sus pensiones en CCA o GEO.
Asimismo, los informes sobre las finan-
zas personales de algunos miembros cla-
ves del Congreso sugieren que algunos
tienen más que un interés casual en las
fortunas de CCA o GEO.

El veterano senador republicano Mike
Enzi, por Wyoming, del Comité de Pre-

supuesto del Senado, otorgó 100% de a-
probación a una tasa en favor del Control
Fronterizo de Estados Unidos (USBC,
por su sigla en inglés), que el mismo des-
cribió como “no lucrativo, exento de im-
puestos para el lobby ciudadano. USBC
se dedica a terminar con la inmigración
ilegal asegurando las fronteras de nuestra
nación y reformando nuestras políticas
en materia de inmigración”. (Enzi tiene
una opinión de línea dura sobre la inmi-
gración ilegal y ha sido altamente valora-
do por los grupos que apoyan controles
de fronteras más estrictos. Ha votado a
favor de la construcción de un muro a lo
largo de la frontera de Estados Unidos
con México y contra la puesta en práctica
de programas en beneficio del trabajador
inmigrante. También ha votado para
mantener la Ley Patriótica, y se opuso a
los llamados para reducir las escuchas
telefónicas y para ampliar los derechos
de los detenidos de Guantánamo. Enzi
también rechazó un calendario para el
retiro militar de Irak).

Obligar al Congreso a abandonar las
políticas de criminalización de inmigran-
tes probablemente va a requerir, entre
otras cosas, que convenzamos combina-
damente a nuestros fondos de jubilación,
Wells Fargo y uno o dos fondos de cober-
tura para que salgan de la industria pri-
vada de la prisión y se vayan a hacer di-
nero a otra parte. ¿Quién sabe? Algunas
de estas instituciones financieras pudie-
ron incluso tener la sabiduría de invertir
en compañías que generan trabajos con
el salario de las familias.
FUENTES:
• Wall Street & Our Campaign to Decri-
minalize Immigrants, Peter Cervantes-
Gautschi.
• Social Policy Organizing for Social
and Economic Justice, February 14,
2011, http://www.socialpolicy.org/in-
dex.php/component/content/article/30-
online-only-features/479-wallstreet-a-
our-campaign-to-decriminalize immi-
grants
• Student Researcher: Caitlin Morgan,
Sonoma State
• University Faculty Evaluator: Peter
Phillips, Sonoma State University.
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Viernes 16 de Diciembre, a las 6:00pm

Maverick Landing Community Center

31 Liverpool Street, East Boston, MA 02128

(cerca de la Estación de Maverick, Línea Azul)

Informes: 781-656-5632

ocupemoselbarrio@gmail.com

Twitter: OEB_Boston

¡VEN Y PARTICIPA!
Protejamos Juntos Nuestro Derecho a Trabajar, Vivir
Dignamente y Sin Temor, Protejamos Nuestro
Derecho de Alimentar a Nuestra Familia y Asegurar
un Mejor Futuro para Nuestros Hijos y Comunidad.


